
Barajas: el forastero ante el 'sheriff'
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La maquinaria legal que nuestros sistemas han
puesto en marcha para responder a la ameneza de
invasión de inmigrantes pobres, ha posibilitado la
construcción de espacios marginales donde las li-
bertades no existen y las policías gozan de poderes
exorbitantes, espacios habitables solamente por los
parias del tercer mundo. Su expresión más dramá-
tica es nuestra frontera sur: el estrecho de Gibraltar
se ha convertido en un cementerio marino para los
norteafricanos que huyen del hambre y la miseria. Y
que seguirán huyendo una y otra vez, ellos o sus
hermanos, por mucho que tratemos de impedírselo,
como explicaba la película «Las cartas de Alou»,
porque en sus lugares de origen el futuro no existe
y el día a día se hace inaguantable.

El puesto fronterizo del aeropuerto Madrid-Bara-
jas es un modelo para comprender el tratamiento
que la Europa de las libertades dispensa a ciertos
extraños. latinoamericanos. norteafricanos, gentes
de color. De espaldas al paradigma constitucional
(los extranjeros gozarán en España de las liberta-
des públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley, artí-
culo 13.1 CE) en aquel lugar se ha levantado un la-
cerante monumento a la injusticia y al desprecio por
los valores de la convivencia y de la libertad.

La policía aplica allí, con autoridad y sin control,
la facultad de negar la entrada de los extranjeros. El
problema no es menor. En el año 1992 cinco mil se-
tecientas treinta y nueve personas fueron rechaza-
das en aquella frontera. A todos se les aplicó el mis-
mo régimen. Una vez que se produce la negativa po-
licial el viajero es trasladado a una sala de tránsito
donde se le aísla a la espera de ser embarcado ha-
cia su país de origen.

El Defensor del Pueblo en su informe correspon-
diente a 1992 advertía a la Administración que se
había comprobado «que las personas afectadas per-
manecían en estas dependencias por períodos pro-
longados (más de una semana), sin poder salir de
dicha sala ni tener acceso a su equipaje y custodia-
das por vigilantes jurados». Un Juez de Instrucción
visitó aquellas dependencias el 20 de septiembre
pasado. Hacía constar en un «acta de inspección»
que los ciudadanos afectados por la prohibición de
entrada eran recluidos en una sala grande (el infor-
me del Defensor habla de 700 metros cuadrados)
de las que se utilizan para la recogida de equipajes,
amueblada con los medios habituales: una cinta
transportadora de bultos y las sillas fijas colocadas
en fila. Ese paisaje se había transformado con otros
elementos, incorporados para modificar el destino
de la habitación: dar cobijo a los viajeros con mala
suerte. Habia dos cuartos de baño. con ducha in-
cluida, dos piezas limitadas por mamparas que ha-
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cían las veces de dormitorio con diez camas cada
una y un comedor. Además, máquinas de refresco,
de tabaco, de café y un teléfono público.

Un vigilante jurado aseguraba que los afectados
por la medida policial no abandonaban la sala hasta
el momento en que fuese trasladados al avión de re-
greso a sus países. Aquel acta de inspección ano-
taba que los ocho adultos que allí se encontraban
Gunto a ellos estaban dos niñas de ocho y once
años), cinco latinoamericanos y tres portugueses, ig-
noraban el por qué de la prohibición de entrada, no
habían sido informados de sus derechos, ni de su si-
tuación legal, tampoco se les había entregado copia
de la decisión policial, ni se les había dicho cuándo
dejarían España.

El informe del Defensor del Pueblo cita el caso de
una ciudadana nicaraguense que -según sus ma-
nifestaciones- había estado siete días durmiendo
en una silla del aeropuerto, sin facilidades para ha-
cer al menos una llamada telefónica, que fue «obli-
gada a desnudarse para proceder a un cacheo sin
que se le especificase el motivo ni las circunstan-
cias de por qué se llevaba a efecto el mismo». Tam-
bién, reseñaba la presencia de dos ecuatorianos,
que llevaban una semana allí recluidos, incomunica-
dos e ignorantes del fin de la espera.

El Juez de Instrucción notaba la existencia de un
asistente social encargado de comunicar al extran-
jero con el mundo exterior (legaciones diplomáticas,
intérpretes) y de proveerle de moneda, medicinas y
otros artículos.

Esa cruda realidad queda oculta a la opinión pú-
blica, se produce casi clandestinamente, fuera de los
mecanismos habituales que en un Estado de dere-
cho sirven para controlar la actuación gubernativa y
para garantizar las libertades y los derechos funda-
mentales. Es por ello que no encontramos referen-
cia a esa situación en la literatura jurisprudencial ni
tampoco los autores y tratadistas que han trabajado
en este campo se han ocupado de la retención de
los extranjeros.

UNA NORMATIVA A LA MEDIDA

La libertad de entrada en nuestro país (reconoci-
da en el artículo 19 CE) está regulada respecto a los
extranjeros en la Ley Orgánica 7/1985, el Real De-
creto 1119/86 que aprobó el reglamento de ejecu-
ción de la ley y la Orden del Ministro del Interior de
22 de febrero de 1989, sobre medios económicos
que deberán acreditar quienes pretendan traspasar
nuestras fronteras.

Los requisitos son: a) la posesión de la documen-
tación necesaria (pasaporte o documento de identi-



dad y, en su caso, visado y certificados médicos);
b) recursos económicos suficientes (entre ellos, bi-
llete de salida nominativo y cerrado, cinco mil pese-
tas por día y persona, con un mínimo de
50.000 ptas.); c) no estar afectado por una prohibi-
ción de entrada y, d) acceso por un puesto fron-
terizo.

El artículo 11 de la ley de extranjería dice que los
servicios policiales «podrán rechazar a quien no reú-
na esos requisitos». Esa es la pieza maestra del sis-
tema y la fuente de este conflicto. El tiempo del ver-
bo sugiere que estamos ante una facultad de la po-
licía, desnaturalizando desde el principio el preten-
dido derecho de los extranjeros -sometido a esas
exigencias- de entrar en nuestro país. En ningún
otro precepto se prevé la fórmula de ejecución de
esa decisión administrativa.

Así empieza el paraíso de la arbitrariedad. El De-
fensor del Pueblo ha denunciado en su último infor-
me que «gran parte de las actuaciones y decisiones
de rechazo se toman sobre la base de la presunción
de que determinados ciudadanos procedentes de
países de bajo nivel de rentas vienen a nuestro país
con el único objetivo de buscar trabajo, sin que los
funcionarios intervinientes den crédito a las manifes-
taciones de estas personas sobre la razón de su via-
je, que en ocasiones se corresponde solamente con
motivos puramente turísticos, familiares o de visita
a amigos y sin intención de permanecer ilegalmente
en el país».

La mayoría de las personas que acceden a la fron-
tera cumplen aquellos requisitos legales. Muchos
son rechazados bajo la mera sospecha policial, sos-
pecha que se alimenta de la apariencia externa del
pasajero, su nacionalidad, su raza, la falta de un via-
je programado o de reserva de hotel. Criterios todos
ellos fabricados por una práctica policial que no se
ve confrontada a ningún control de calidad, legali-
dad o pertinencia.

Esa ausencia de control ha inducido una despreo-
cupación del aparato policial en la comprobación de
los datos manifestados por los extranjeros. Desen-
tendimiento que es producto directo de la ausencia
de mecanismos de control y de responsabilidad. «La
experiencia de años anteriores y el presente -lee-
mos el informe del Defensor- pone de manifiesto
que incidentes de rechazo en frontera se han pro-
ducido con personas que realmente venían de turis-
mo o con un fin concreto y temporal perfectamente
comprobable. Para ello bastaba comprobar afirma-
ciones y alegaciones hechas por los interesados en
la misma frontera, conectar con los parientes o per-
sonas que avalaban las verdaderas intenciones de
estos turistas y comprobar hasta qué punto es cier-
to. En algunos casos simplemente se trataba de en-
trar en contacto con los consulados correspondien-
tes. En no pocos casos no se ha hecho y, basados
en una posición o en unas apariencias externas, se
ha aislado a la persona en la zona internacional, se
ha dificultado que tome contacto con parientes o
amigos, e incluso en alguna ocasión se ha dificulta-
do el contacto con un abogado».

¡Valiente espectáculo! La desidia de los agentes
del sistema como respuesta a las tímidas demandas
de los forasteros del Sur, ciudadanos también ellos,
bien que de segunda o tercera fila. Desidia que se

convierte en el mejor protocolo para la aplicación ri-
gurosa de la «legislación vigente». Lo dice el can-
tautor: la Madre Patria, menudo cuento ché.

LA RESPUESTA DE LAS INSTITUCIONES DE
TUTELA

La realidad, tozuda, algunas veces traspasa las
paredes de la dependencia fronteriza y se cuela de
rondón por las ventanas de las instituciones encar-
gadas de la tutela de las libertades. El tratamiento
que esas instancias han dado al problema, con la ex-
cepción del Defensor del Pueblo, ha sido elaborado
en clave de conservación del sistema.

En la circunstancia que viven los extranjeros re-
sulta imposible acudir a la vía jurisdiccional ordina-
ria (orden contencioso-administrativo) por la situa-
ción de aislamiento, la falta de notificación de la de-
cisión gubernativa, la imposibilidad de contactar con
abogados y, sobre todo, el tiempo, el tiempo que en
la frontera juega en contra de la eficacia de los
derechos.

La única alternativa posible es la de recurrir al pro-
cedimiento de habeas corpus, como mecanismo de
provocar el conocimiento judicial. El derecho regu-
lado en la LO 6/1984 representa un instrumento de
garantía jurídica de la libertad personal o física, fren-
te a las detenciones ilegales, que debe desencade-
nar la entrega al Juez de la persona detenida. El sus-
trato de hecho que habilita la actuación de ese pro-
ceso de amparo es la existencia de una limitación
de la libertad. Por lo tanto, el problema a dilucidar
es si el extranjero rechazado en la frontera se ve pri-
vado de libertad.

Según las estadísticas policiales en el año 1992
se plantearon ocho (sólo ocho) demandas de ha-
beas corpus en Madrid. En un colectivo de casi seis
mil personas, el dato es esclarecedor del margen de
maniobra de los funcionarios y autoridades guber-
nativas. Tres resoluciones judiciales (su sede de co-
nocimiento es el Juzgado de Guardia) estimaron las
pretensiones de los extranjeros y cinco las rechaza-
ron. Hasta agosto de 1993 se dedujeron treinta y
dos demandas de amparo de la libertad y sólo tres
fueron estimadas.

Las decisiones judiciales favorables a los extran-
jeros partían de la constatación de que los deman-
dantes se encontraban privados de libertad. Ade-
más, cumplían los requisitos que la norma pide para
la entrada en territorio nacional. Después de exami-
nar, en unos casos, la legislación sectorial llegaban
a la conclusión de que la Administración no estaba
autorizada para privar de libertad a un viajero ex-
tranjero rechazado en la frontera. «Ante ese vacío le-
gal, en un Estado de derecho, debe prevalecer la li-
bertad valor superior del ordenamiento jurídico, fren-
te a una potestad administrativa que carece de co-
bertura legal», auto de 20 de marzo de 1993, del
Juzgado de Instrucción 38.

En otros casos el Juez de guardia consideraba
que la detención «es una situación fáctica consis-
tente en que la persona se vea impedida y obstacu-
lizada para autodeterminar por obra de su voluntad
una conducta lícita» lo que le obligaba, según su ra-
zonamiento, a conocer si era lícita o no la entrada
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pretendida (ver auto de 2 de julio de 1993, Juzgado
de Instrucción n.· 17).

Cuando los Jueces de Guardia no atendieron la
demanda de amparo -generalmente no la admitie-
ron a trámite- alegaron, cuando no usaron como
es común una resolución impresa de las que impi-
den la individualización del conflicto, que el extran-
jero no estaba detenido o que carecían de jurisdic-
ción porque los actores se encontraban fuera de
España.

El criterio de la Fiscalía de Madrid se expone en
su memoria de 1992. Bajo el epígrafe «extranjeros
retenidos» se dice que la respuesta de los fiscales
ha sido «uniforme» y que se ha informado negativa-
mente a la petición de incoación del proceso. «Se
ha pretendido --dice la memoria en referencia a las
peticiones de He- equiparar la condición de rete-
nido por denegación de entrada con la de personas
ilegalmente detenidas». De esa manera, sin alber-
gar duda alguna, ha venido la Fiscalía a contribuir a
nuestra cultura jurídica elaborando una nueva mo-
dalidad de retención, institución ya normalizada en-
tre nosotros por la ley Corcuera. Donde la ley de ex-
tranjería dice la policía podrá rechazar debe leerse
-según la propuesta- podrá retener (artículo 11.3
LO 6/1984).

El Defensor del Pueblo «advertía e insistía» que
ese aislamiento forzoso consecutivo a la inadmisión
del extranjero «puede llegar a constituir una forma
de privación de libertad que debe estar sujeta a las
garantías de protección previstas constitucionalmen-
te para el derecho a la libertad».

DETENIDOS/RETENIDOS: LAS GARANTIAS

No puede negarse que los viajeros que son recha-
zados en la frontera del aeropuerto se ven privados
de libertad durante cierto tiempo. Para compartir esa
premisa ha de tenerse en cuenta:

1. que se les reduce a un lugar de espera de pe-
queñas dimensiones, del que no pueden sa-
lir. Lugar o dependencia que se encuentra en
la zona de tránsito internacional del aero-
puerto;

2. están sometidos a un control permanente por
un vigilante armado;

3. están impedidos de tener relaciones sociales,
excepto con personas que hayan seguido su
misma suerte;

4. el tiempo de privación de libertad es variable:
entre unas horas y varias semanas. Son los
mismos criterios que manejó la Comisión de
Derechos Humanos al decidir elevar al Tribu-
nal con sede en Estrasburgo el caso Guzzar-
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di (ver sentencia 6 de noviembre de 1980).
Hay que convenir un concepto de detención que

garantice el derecho a la libertad y defina sus lími-
tes: a partir del momento en que el ciudadano no
pueda elegir su situación en el espacio físico a cau-
sa de una actuación policial se habrá producido una
injerencia en su libertad (tal y como propone el pro-
fesor Portilla Contreras, en la obra colectiva Seguri-
dad Ciudadana). En su apoyo la STC 98/1986, de
10 de julio -tan citada y olvidada- consideraba
como detención cualquier situación en la que la per-
sona se viese impedida u obstaculizada para auto-
determinar, por obra de su voluntad, una conducta
lícita, de suerte que la detención sería una pura si-
tuación fáctica, en la que no podrían hallarse zonas
intermedias entre libertad y detención. Y ello en el
horizonte proclamado en la misma decisión del Tri-
bunal de que no «es tolerable que situaciones efec-
tivas de privación de libertad queden sustraidas a la
protección que a la libertad dispensa la Constitu-
ción». Este es el caso.

El viajero se encuentra en una situación especial
y distinta de los pasajeros en tránsito: sencillamente
no puede moverse por a su capricho por esa zona.

Toda privación de libertad debe estar prevista en
la ley (que debe ser orgánica por imperativo del ar-
tículo 81.1 CE) y ejecutarse en sus propios términos.
Pues bien, sin necesidad de valorar la constitucio-
nalidad de una norma que preveyera la detención
de extranjeros en la frontera (lo que contempla el ar-
tículo 5.1 f del Convenio Europeo para la protección
de los Derechos Humanos: «detención preventiva
de una persona para impedir que entre ilegalmente
en el territorio») lo cierto es que no existe en nues-
tro ordenamiento precepto alguno que habilite a la
autoridad a detener o retener -la retención es una
trampa para desposeer de garantías a la libertad
frente a la actuación de los agentes del sistema- a
ciudadanos extranjeros en la frontera. Podrá no ad-
mitir/es en e/ país, lo que afectará a su libertad de
entrada, pero no limitarles su libertad física.

Porque sabemos que las libertades sin un siste-
ma de garantías no valen nada (Oran) es necesario
reaccionar frente a la realidad que aquí se ha des-
crito. Y preparar respuestas coherentes a algunas
cuestiones: ¿se puede detener a los niños extranje-
ros, sin atención a ningún límite de edad? ¿puede
legítimamente concebirse un espacio policial de li-
mitación de derechos al margen de la jurisdicción?
¿acaso, no se produce así una quiebra sustancial
del Estado de derecho? ¿resultan aplicables en la
frontera las normas del procedimiento administrati-
vo? ... Para negar que aquellos forasteros sufren
una detención podría recurrirse a la parábola del án-
gel exterminador que relató en imágenes Luis Bu-
ñuel.
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